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Dios, Patria i Libertad.=República Dominicana. 

EN NOMBRE DE LA REPUBUCA. 

· Visto el escrito del ciudadano Prccurador Qeneral de la República, de fecha 
· Veinte de este mes de setiembre, en el cual requiere que, por aplicación de la Or­
den Ejecutiva No. 192, de fecha treinta de julio de mil novecientos diez iocho, sean 

. suspendidos de sus funciones los notarios José Altag ra.cia Pérez Domínguez, de San 
Cristóbal; Rafael C. Matos, Tomás Ignacio Castillo i Manuel de J. Rodríguez B., no­
tarios de la Provincia de Azua; i Palmenio del Villar, notario de Santiago, los cuales 
s~ encuentran subjudice. 

Vistos los documentos que acompañan al escrito del Procurador General i de 
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los cuales resulta: 1 o que según informa el Juez de Instrucción de la Primera Cir­
cunscripción de Santo Domingo, al ciudadano Procurador Fiscal, hay en el Juzgado 

de Instrucción de dicha Circunscripción un oro9es,o a cargo de Tomás Ignacio Cas­
tillo, Notario de las Matas de Farfán, Manuel de J. Rodríguez B., Notario de San 
Juan de la Maguana; i Rafael Cornelio Matos, Notario de la Común de Azua, acusa­

dos de falsedad en escrituras públicas; 

zo que según informa el Procurador General de.la Corte de Apelación de San­
tiago, al Procurador General de la República, el señor Palmenio del Villar está com­
plicado en tres procesos que se instruyen con motivo de títulos falsos; i según in­
forme del Procurador Fiscal de Santiago al mismo Procurador General de la Repú­
blica, el Notario J. Palmenio del Villar se encuentra en libertad provisional bajo 
franza. 

3°. que según certificación expedida por el ciudadano Eugenio A. Alvárez, Se­
cretario del Juzgado de Primera Instancia de Santo Domingo, en dicho Juzgado cur­
sa un proceso a cargo del señor José Altagracia Pérez Domínguez, Notario Público 
de San Cristóbal, inculpado del crimen de falsedad en escritura pública. 

Vista la Orden Ejecutiva· No. 192, de fecha treinta de julio de 1 g 1 él publicada en 
la Gaceta OfiCial No. 2931 de fecha siete de Agosto del mismo año. 

Considerando, que los notarios son nombrados por la Suprema Corte de Justi-
cia están sometidos a la supervigilancia de los Procuradores Fiscales, i a la autori­

dad disciplinaria de los Juzgados de Primera Instancia ,i de la Suprema Corte; que 
por tanto están legalmente asimilados a los funcionarios judiciales; i en consecuen­
cia están incursos en lo que dispone el artículo 3° de la· orden Ejecutiva No 192, de 
fecha 30 de Julio de 1 g 1 B, para el caso de los funcionarios judiciales que se encuen­
tren sub .fudiee. 

Por tales motivo~, la Suprema Corte de Justicia declara suspensos en el ejer­
cicio de sus funciones a los notarios José Altagracia Pérez Domínguez, de San Cris­
tóbal; Rafael C. Matos, de Azua; Tomás Ignacio Castillo, de las Matas de Farfán; 
.Manuel de J. Rodríguez B., de San Juan de la Maguana i J. Palmenio'del Villar de la 
Común de Santiago. 

Los Procuradores Fiscales de la jurisdicción respectiva: tomarán las providencias 
procedentes para la conservación i seguridad de los archivos de los notarios suspen­
sos. Fuera de la cabecera de la Provincia podrán comisionar al efecto al Alcalde o 
uno de los Alcaldes de la Común. 
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Dado en el Palacio de Justicia, en la ciudad de Santo Domingo, a los treinta 
días del mes de Septiembre de mil novecientos diez i ocho, año ?5° de la Indepen" 
dencia i 56° de la Restauración 

R. J. Castillo.-JJ.f. de J. González .Jfí.-P. Bríez Laz.Y~lstüla,.-,/1. Arredondo 
.Mi.ztra.-.4.ndrés J. ,íJIIontoUo.-.,1. 1Voss i Gil. 

Dado i firmado ha sido el anterior auto por los señores j:.!eces que en él f¡gu­

ran, en el mismo día, mes i año arriba expresados, lo que yo, Secretario General, 
certiüco. 

Octal;io Landolfi. 

Dios, Patria j Libertad.=RepúbHca Dominicana.· 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

EN NOI'1BRE DE LA REPUBLICA. 

Sobre el recurso de easación interpuesto por el señor Doming·o 
Rosseaux comerciante, natu¡·al de Santiago de los CabaHeros .i residen, 
t.e en Sa,baneta, jurisdicción de la Prov]ncia de I>l!onte Crist,i

1 
contra 

sentencia. de la Corte de Apelación de Santiago, de fecha dos de juHo 
de mil novecientos diez i ocho, que lo condena a pagar una multa de un 
mil pesos, oro i los costos de ambas instancias, por infracción a la Ley 
de Alcoholes. 

Oído el informe del magistrado Juez Relator. 

Oído ei dictamen del magistrado Procurador Gene¡·a1 de la Hepú:­
blica. 

La Suprema Corte, después de haber deliberado, i vistos losar­
tículos 25, 28, 7;5 í 79, inciso 2o. de la Ley de Alcoholes¡ 1 í 71 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación. 

Considerando, que por sosp!"chas o denuncia de que en la finca 
señor .Rosseaux existía un alambique que trabajaba ciandest,inamen 
el inspector de Renta,s Int.ernas dt::l Cibao ciudadano I\.1:. A. Mella Pé­
T'e:!;, se trasportó a d~cha finca acompañado de los ciudadanos Racfael 
Justo, Juez Alcalde; Manual de J. Ferdinand~ Jefe Comunal; Baldemi 
t'o Hodríguez, Comisario ]~llunicipal; Tomás Heureaux~ Inspeetcr de 
Rentas Internas; ObduHo Toribio, Inspector de Rentas Int.ernas,. iDo­
mingo Rosseaux; i no habiendo encontrado el alambique, lelrant.ó un 
acta, que está trascrita en la sentencia impugnada, i en la cual constan 
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los indicios que a su parecer demostraban que el a,lambique había exis­
tido allí, i babia sido desmontado i llevado a otra parte. 

Considerando, que habiendo sido sometido el señor Rosseaux al 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Monte Cristi, co­
mo infractor a la Ley de L'\lcoholes, fué absuelto por sentencia de fe­
cha nueve de mayo de mil novecientos diez i ocho, por consider'ar aquel 
Juzgado que no había lugar a imponer pena alguna al inculpado por no 
haber sido encontrado el alamhique; que no conforme con esa decisión 
el Pro~urador Fiscal, interpuso recurso de apelación contra ella; i la 
Corte de Santiago, por su sentencia de fecha dos de JUlio de este año, 
i por aplicación de los artículos 74, 79, inciso 2o. de la Ley de Alcoho­
les, i 194 del Código de Procedimiento Crimina], anuló la sentencia 
apelada i condenó al inculpado Rosseaux «a pagar una multa de un rnil 
pesos oro i los costos de ambas instancias, por infracción a la Ley de 
Alcoholes teniendo un alambique en su finca de Sabaneta, sin haber 
hecho las declaraciones impuestas por dicha Ley»; debiendo compen­
sarse la multa en caso que no sea pagada, con prisión a razóa de un 
día por cada cinco pesos. 

Considerando, que el artículo 25 de Lei de Alcoholes impone a toda 
persona que posee Ün alambique tiene la obligación de declararlo en la 
forma que la misma Leí determina; i que según los artículos 28 i 75 de 
dicha Lei la falta de declacación se castiga con multa, i con el pago 
del doble del impuesto cor-respondiente a los líquid0s que ':-!le hayan 
sustraído al pago del impuesto: que forme al artículo 79~ inciso 2o, la 
multa en caso de falta de declaración de ahtmbique será de $100 a 
$2000. 

Considerando, que la Suprema Corte, en sn~ funciones de Corte de 
Casación, sólo puede decidir si la Leí ha sido bien o mal aplbada, sin 
eonocer en uj ogún caso del fondo del asunto. según lo prescr·ibe el ar· 
tículo 1 de la Lei sobre Pr·ocedimie!:'to de Casación. 

Considerando, que la Corte de Apelación de Santiago encontró en 
el acta del Inspector señor Mella Pérez, jndic•ios suficientes para e:s­
tablecer el hecho de' que en la finca del señor' Rosseaux existió un alam­
bique que tt'abajaba clandestiname11te, i para dedarar, en consecuencia, 
culpable al señor Rosseaux de infracción a la Ley de Alcoholes; que esa 
apreciación de ]os hechos es soberana, i no puede ser revisada por la 
Suprema Corte. 

Considerando, que la pena impuesta por la Corte de Santiago al 
incuipado Rosseaux es la que la Leí establece para la infr-acción de que 
fué declarado culpable. 

Por tales motivos, rechaza. el r·ecnrso de casación interpuesto por 
el señor Domingo Rosseaux, i lo condena al pago de ios costos. 

R.]. Castillo.r-P. Báez Lavastida.-A. Woss i Gil.-Andl'és f. 
Montolío.-M. de I González. M.-A. Arredondo .._\iiura. 

· Dada i firmada ba sido la anterior sentencia por los señores juece8 
que en ella figuran, en la audiencia pública del día do~ de octubre de 
mil novecientos diez i ocho, lo que yo, Secretario General, certifico. 

Octavio Landolh. 
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Dios, ~atria i Libertad.-República Dominicana. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

EN NOMBRE DE LA REPUBLICA. 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la señora Paulina 
Morales comerciante, domiciliada i residente en el Seybo, contra sen· 
tencia del Juzgado de Primera Instancia del distrito Judicial del 3ey· 
bo. de fecha qtünce de junio de mil novocientos diez y ocho-que recha­
za la ex:epción de inadmisión de la a pe !ación fiscal propuesta por la 
inculpada contra la apelación de' Procurador Fiscal, i condena a la 
recurrente a pagar una multa de VP.inte pesos i los costos, por haber 
introduc•ido cuatro cajas de ron infringiendo el Reglamento Municipal 
para la introducción de bebidas alcohólicas. 

Oído el informe del magistrado Juez Relator. 

Oído él dictamen del magistrado Procurador General de la Repú· 
blica. 

La Suprema Corte, después de haber deliberado i vistos los. arti­
eulos 166 i 167 del Código de Procedimiento Criminal; i 24, párrafo 
tercero, de la Ley sobre Procedimiento de Casación: 

Considerando, que . el artículo 167 del Código de Procedimiento 
Criminal dispone que las sentencias pronnnciadas en materia de simple 
policía podeán ser impugnadas por la vía de la apelación-, cuando por 
ellas se impusiere la pena de arresto, o cuando las multas, restitucio· 
nes i otras repat'aciones civiles excedieren de la suma de dos pesos, 
además de los costos, que la generalidad de los términos de este artf­
eulo no permite que se haga una excep~ión en el caso en que la. apela­
dón sea interpuesta por el Procurador Fiscal, en uso de la facultad 
yue le confiere el artículo 166 del mismo Código. 

Considemndo, que ni el a.r·tículo 166 del Código de Pcocedimiento 
Cr-imin:1!, ni ninguna otra disposicion legal modifica el articulo 167 en 
.:-·1 sentido de que el. Procurador· Fiscal pueda apelar de las sentencias 
pronunciadas en materia de simple policía, en caso de absolución del 
acusado. 

Consider·a.ndo, que la senten(lÍa del Juzgado de simple policía .que 
absolvió a Paulina Morales, no podía ser impugnada por la VÍ<1 de la 
:.tpelación, sPgún los términos del citado artículo 166; que por tanto el 
Juzgado de Primera Instancia del Seybo al rechaza¡· el medi'o de inad· 
misfón propuesto por Paulina. Morales contra la apelación fiscal, i al 
condenarla en consecuencia de esa mbana apelación fiscal, i al conde­
narla en consecuencia de esa misma, apelación 'improcedente, hizo una 
errad<t interpr·eta.ción del artículo 166 del Código de Procedimiento 
Criminal i violó el articulo 167 del mismo Cód1go. 

i 1 

l 
' 

l 



6 BoLE'fiN JUDICIAL 

Por tales motivos, casa sin envío por ante otro tribunal la senten­
cia dictada por el Ju?.gado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
del Seybo de fecha quince de junio de mil novech:.ntos diez i ocho. 

R. J. Castillo. -M de J. González M.-P. Báez La vastida.-A 
Woss i Gil.-Andrés]. Montolío.-A. Arredondo Miara. 

Dada i firmada ha sido la anterlor· sentencia por los señores jueces 
que en ella fig-uran, en la audiencia pública del día dos de octubre de 
mil novecientos diez i ocho, lo que yo, Secretario General, certifico. 

Octavio Landolfi. 

Dios, Patria i Libertad.-República Dominicana. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

EN NOMBRE DE LA REPUBLICA 

Visto el escrito del ciudadano Procurador General de la República, 
d.e fecha veinte i seis de setiembre próximo pasado en el cual expone 

. que el notado Octavio A. Reyes instrumentó un acto dando poder a 
una persona, por otra que no tenía capacidad para hacerlo; i que en el 
mismo acto afirmó que había sido hecho en presencia de testigos, i que 

.. interr-ogados estos han declarado no es cierto lo estable~ido en el acto; 
i concluye opinando se apliquen a dicho notario las disposiciones 5 i si· 

. guientes de la Orden ·Ejecutiva No. 192. 
Visto el proceso que acompaña al escrito del Procurador General. 
Atendiendo, a que el primer hecho que se imputa al notario Octado 

A. Reyes, es una falta grave cumetida en el ejercicio de sus funciones; 
pero que no basta por si sóla. para que se aplique la Orden Ejecutiva 

~- No. lg:3, la cual requiere que el notario haya reincidido en faltas por 
las cuales hubíese sido condenado dos veces por lo menos. 

Atendiendo, a que el segundo hecho imputado al notario Reyes es la 
. :afirmación de un acto notarial de una. circunstancia que el notario sa­
. bíi:t no es cierta; lo cual constituye una fahledad, i no una falta de or­
. den moral que pueda ser calificada de inconducta notaria. 

Por tales motivos1 la Suprema Corte declara que no hay lugar a pro· 
ceder, por el presente, contra el notario Octavio A. Reyes, por· aplica­
ción de la Orden H:jecutiva No. 102. Ordena que el proceso que acom­
paña al escrita del Procurador General le sea devuelto para los fines 
que procedan. 

R. J. (/astillo.-JJ1. de J. Gunzdüz .11'1.-P. Báez La'vastida.-A. Wos.'i 
· i Gil.-A.nrl?'és J. Montolío.-A. Á1'7'edondo ;gfíu1·a. 

. . Dado i firm11.do ha sido el anterior auto por los señores jueces que 
en él figuran, ex1 Cámara de Consejo, el día catorce de octubre de mil 
novecientos diez i ocho, lo que yo, Secretario General, certifico. 

Octa1_¡'Ío La ndo(fi. 
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Dios, Patria i Libertad ... República Dominic~na. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

EN NOMBRE DE LA REPUBLICA 

7 

Vista la instancia dirigida en ·fecha diez i seis de los corrientes por 
el abogado Lic. Joaquín E. Salázar en nombre i representación del se­
fiar Mílciades R. Alburquerque, Notario Público de la común de Boyá, 
en la cual pide que se le prorrogue su jurisdicción para actuar en las co~ 
m unes de Sánchez i Villa Rivas, a fin de terminar la liquidación i par~ 
tición de los bienes relictos de los esposos Juan Manzueta i Margarita 
Cordero, según comisión dada al efecto por el Juzgado de Primera Ins­
tancia de este Distrito Judicial. 

Visto el dictamen del magistrado Procurador General de la Repú­
blica. 

Visto el artículo 35 de la Ley del Notario. 

Resuelve prorrogarle su jurisdicción al señor Mílciades R. Albur­
querque, Notario Público de la común de Boyá, para que pueda trasla­
darse a las comunes de Sánchez i Villa Rivas a realizar los actos de su 
ministerio correspondientes a la liquidación i partición de los bienes 
relictos de los esposos Juan Manzueta i Margarita Cordero, para lo cual 
ha sido comisionado por sentencia del Juzgado de Primera Instancia de 
este Distrito Judicial. 

·Dado en el Palacio de Justicia, en la ciudad de Santo Domin~o, Ca~ 
pi tal de la República, a los diez i seis días del mes de octubre de mil no­
vecientos diez i ocho, año 759 de la Independencia i 569 de la Restan-.,. 
Cl011. 

R. f. Castillo.-Pablo Báez Lavastida.-M. de !. González 

.lVI.-A. Woss i Gil.-Andrés f. Montolío.r-A. Arredondo Miura. 

Dado i firmado ha sido la anterior auto por los señores JUeces que 
arriba figuran, el mismo día, mes i año en él expresados, lo que yo, 
Secretario General, certifico. 

Octa vio Landolii. 
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Dios,. Patria i Libertad.•República Dominicana. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

. EN NOMBRE DE LA. REPUBLICA. 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor Félix A. Castillc 
Pimentel, Agrimensor Público, domiciliado en esta ciudad de Santo Do­
mingo, contra sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha diez i siete de mayo de mil novecientos diez i ocho. 

Visto el Memorial del recurso depositado en la Secretaría General por 
el abogado del recurrente, en el cual se alega contra la sent~ncia impug­
nada la violación de los artículos 1134, 1794 o 2005 i 2004, i 1351 del 
Código Civil; 2o. de la Lei sobre división de Terrenos Comuneros i 473 
del Código de Procedimiento Civil. 

Oído el informe del magistrado Juez Relator. 
Oído el ~bogado del intiman te, Lic. Carlos M. García H. en su escrito 

dt alegatos i en sus conclusjones. 
Oído a los abohados del intimado, Licdos Joapuin E. Salazar i Abigail 

del Monte, en su escrito de réplica i en sus conclusiones. 
Oído el dictamen del magistrado Procurador General de la República. 
La Suprema Corte después de haber deliberado i vistos los artículos 2, 

4 i 7 de la Ley sobre división de Terrenos Comuneros; 1134, 1794, 2003 
i 2004 del Código Civil, 473 del Código de Procedimiento Civil, 10. i 71 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación. 

Considerando; que conforme a los términos del artículo 2 de 1a ley sobre 
-división de Terrenos Comuneros, no procede encomendar 1a mensura i 
partición de un sitio, orden judicialmente. al agrimensor que hiciere me­
jores proposiciones, sino en el caso en que las tres cuartas partes de los 
condueños no se hubieren puesto de acuerdo pant designar un agdmen­
sor. 

Com,iderando, que la ley sobre mensura i partición de terrenos com u­
neros no deJ,erniina s1 las tres cuart<:~.s partes de 1os condueños que pue­
den desígnar al agrimensor son las tres cuartas partes de los condueños 
conocidos, o solamente las de aquellos que hubieren depositado sus títn-
1os en los oficina del notario comisionado par~ recibirlos; que por otra 
parte la ley prevé en su artículo 7 que no todos los copropietarios con-

-curran a inscribir sus títulos ante el notario; i reconoce expresamente a 
los que hubieren pedido la mensura i partición el derecho de obtenerla, 
aun cuando no todos los condueños hubieren concurrido al depósito de 
los títulos; puesto que el artículo 4o. de la misma ley ordena el agrime11 
·sor dar principio a las operaciones tres meses después de pn blicado el 
resumen de la sentencia, i de que haya sido distribuido entre los vecinos 
i copropietarios del sitio. · 

Considerando, que lasentencia impugnada, por apreciación s~beraua 
de los hechos i lascircunstancias del caso, establece que el Agrimensor 
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Miguel A. Roca, fué designado por la mayoría de condueños requeridu 
por el artículo 2o. ie la ley sobre división de terrenos comuneros; que 
por tanto al decidir que uo procedía el concurso de agrimensores, hizo 
una buena aulicación del artículo 2 de dicha lev. 

Considerando, que según el artículo 1134 del Código Civil, las con­
venciones legalmente formadas tiene:\ fuera de ley para los que las han 
hecho; i no pueden ser revocadas sino por mutuo cons'entimiento, o por 
las causas que están autorizadas por la ley; que por tanto, la Corte de 
Santo Domingo no violó dicho artículo al decidir que la declaración de 
algunos de los condueños que habían designado al Agrimensor Miguel 
A. Roca, de que revocaban su consentimiento, no podía producir la revo­
cación de la convención celebrada con él. 

Considerando, que la convención celebrada entre el Agrimensor Mi­
guel A. Roca i algunos condueños de aescadería, era una locación de 
servicios i no un mandato, puesto que no tenía por objeto darle a aquel 
la representación de los segundos, sino que él realizaría en beneficio de 
ellos, mediante un precio estip,nlado, las operaciones de su profesión 
necesarias para la partición del terreno entre los copropietarios; que 
cuando a esa convención hubiera sido neces:trio, para la rescisión en las 
condiciones que dicho artículo establece, el concurso de las voluntades 
d¡; todos los condueños que habían convenido con el Agrimensor Roca, 
en que éste hiciera la mensura i partición del sitio comunero de Pesca­
dería; i no habría bastado el que solo algunos de ellos declaran, como 
lo hicieron, que retractaban su consentimiento; que por tanto la Corte de 
Apelación de Santo Domingo tampoco violó los artículos 1794, 2003 i 
2 004 del Código Civil. · 

Considerando, que la Corte Apelación de Santo Domingo al rechazar 
la apelación interpuesta por el señor Félix A. Castillo Pimetrlel, contra 
1a sentencia del Juzgado de B:~.rahoua que desechó su demanda en nulidad 
contra otra sentencia del mismo Juzgado, no pudo violar el artículo 473 
del.Código de Procedimiento Civil; ni ninguna otra ley puesto, que ella 
falló sobre las conclusiones de las partes i dentro de. los límites que le 
memoraban esas conclusiones. 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casac1on interpuesto por el 
señor Félix A. Castillo Pimentel, contra la sentencia de la Corte de Ape 
laeión de S:mto D;)mingo, de fecha diez i siete de mayo de mil novecien­
tos diez i ocho i lo condena al pago de los costos. 

R. J. Castillo.-P. Báez Lavastida.-A. TVoss i Gii.-Andrés].·· 

.L\!lon tolío. -A. ArredotJdo .2\!liura. 

·Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los señores jueces 
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que en ella figuran en la audiencia pública del veinte i uno de octubre 
de mil novecientos diez i ocho, lo que yo, Secretario General, certifico. 

Octavio Landolfi. 

Dios, Patria i Libretad.=R.epública Dominicana. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

EN NOMBRE DE LA REPUBLICA 

En la causa disciplinaria seguida al ciudadano Joaquín M. G. Bidó, 
Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Barahona, por faltas en el 
ejercido de sus funciones. 

Vistas las piezas que forman el expediente. 

Visto el requerimiento del Magistrado Proc.urador General de la 
República. 

Oído al ciudadano Joaquín M. G. Bidó en sus explicaciones, i en 
su defensa contra los cargos formulados contra él. 

Visto el párrafo 1 Q del artículo 19 de la Orden Ejecutiva N9 192, 
que dice así: (<Desde la publicación en la GACETA OFICIAL de esta 
Orden Ejecutiva, podrá la Suprema Corte de Justicia, en ejercicio de su 
autoridad disciplinaria, suspender temporal o definitivamente, sin suel­
do, a sus propios miembros, a los de las otras Cortes y Tribunales, a los 
Jueces de Instrucción i a los miembros de la Cámara de Cuentas, por 
causas de inconducta notoria, o de faltas graves en el ejercicio de sus 
funciones; sea de oficio o a requerimiento del Procurador General de la 
República o del Secretario de Estado de Justicia; o del Secretario de Ha­
cienda, cad~ uno en su caso.-Antes de aplicarse la pena, se comunicarán 
al acusado los cargos que existen contra él, y se le llamará a presentar 
su defensa, d~ntro de los diez días, más el término de la distancia, cal­
culado conforme al artículo 1033 del C?digo de Procedimiento Civib. 

Considerando, que el ciud::tdano Joaquín M. G. Bidó, ·Procurador 
Fiscal del Distrito Judicial de Barahona, ha cometido faltas graves en el 
ejercicio de sus funciones; pero que existen en su favor circunstancias 
que deben tenerse en cuenta para no aplicarse la mayor pena disciplina-
ria. • 

La Suprema Corte resuelve: 

Suspender al ciudadano Bidó en el ejerci0ío de sus funciones como 
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Procurador Fiscal de Barahona, por el término de un mes, que se con 
tará del1 9 al 30 de noviembre venidero. 

Dado en el Palacio de Justicia, en la ciudad de Santo Domingo, 
Capital de la República, a los veinte i ocho días del mes de octubre de 

mil novecientos diez i ocho, año 759 de la Independencia i 569 de la 
Resta u ración. 

R. J. Castillo.-P, Báez Lavastida.-M. de T. González M.­
A. Woss i Gil.-Andrés T. Montolío. 

Dado í firmado ha sido el anterior auto por los señores jueces que 
en él figuran, en el mismo día i fecha que arriba figura, lo que yo, Se­
cretario General, certifico. 

Octavio Landolfi. 

Dios, Patria i Libertad.=República Dominicana. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

EN NOMBRE DE LA REPUBLICA. 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor Jesús M. 
Burgos. comerciante, natural i vecino de ({Canea>, jurisdicción de San­
tiago de los Caballeros, contra senteneilt de la Corte de Apelación de 
Santiago, de fecha veinte i siete de agosto de mil novecientos diez i 
ocho, que lo condena a sufrir la pena de un mes i quince días de prisión 
correccional i a pagar una multa de quince pesos i los costos de ambas 
instancias, por el delito de sustracción de la casa paterna de la joven 
María Altagracia de la Cruz, mayor de diez i ocho i menor de veinte i . 
un años. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secretaría 
de la Corte de Apelación de Santiago en la que se alega la violación 
del artículo 355 del Código Penal, reformado. 

Oído el informe del magistrado Juez Relator. 

Oído el dictamen del magistr~1do Procuradot' General de la Repú­
blica. 

La Suprema Corte, de~pués de habtw deliberado, i vistos los al'­
tieulos 355, reformado i 357 del Código Penal: lo. i 71 de la Lei sobl'e 
Procedimit:nto de Casación. 

Considerando, que según nonsta en la sentencia impugnarla, en 
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«:CanN>.>>, sección de la común de Peña, en la madrugada del día diez 
i siete de enero del año en curso, el nombrado Jesús María Burgos, sus­
trajo de la casa paterna a la joven María Altageacü1. de la Cruz; la cual 
para la fecha de la sustracción era mayor de diez i ocho años i menol' 
de veintiuno. 

Considerandc, que por querella del señor Juan Pedro de la Cruz, 
fué sometido a la justicia el sustractor; a quien absolvió el Juzgado de 
Primet'a Instancia de Santiago, por sentencia de fecha diez i ocho de 
junio del mismo año; contea la cual intentaron recm·so de apelación 
el padre de la agraviada i el Procurador General de la Corte de Ape­
lación de Santiago. 

Considerando, que son de la soberana ap1·eciación de los jueces del 
fondo los hechos i las circunstancias constitutivos del delito de sus· 
tracción de menores pr·evisto i penado por los artículos 354 a 357 del 
Código PenaL · 

Considerando, que según el artículo 355 reformado del Código Pe­
nal, en su última parte; si la Joven es mayor de diez i ocho i menor de 
veinte i uno la pe11a será de tres a seis meses de prisión i multa de 
treinta a cien pesos; i en caso de insolvencia tanto la multa como la.s 
indemnizaciones se compensarán con prisión a razón de un día por ca­
da peso.-

Considerando, que el a.rtículo 357 del mismo Código dispone que 
cuando el seductor fuere de igual o menor edad que la joven sustraída, 
la prisión i la multa se reducirán en cada caso a la mitad. 

Considerando, que el recurrente en su declaración del recurso de 
casación en la Secretaría de la Corte de Apelacjón de Santiagp sólo 
expuso «suponer que se ha violado e~tre otros textos de Leí él ar·ticu­
lo ::\55 del Código Penal reformado i además por· otros moti vos que 
oportunamente habrán de exponerse». 

Considerando, que la Corte de Apelación de Santiago hizo al con­
denar al acusado Jesús María Burgos a un mes i quiTlce días de pf'i· 
sión, a pagar una multa de quince pesos i los costos de ambas instan· 
cías; una recta aplicación de la Leí al hecho Je\ cual reconodó culpa­
ble al inculpado. 

Por tales motivos rechaza el recu~so de casación inter·puest0 por 
el sefí,or Jesús Maria Burgos i lo condena al pago de los costos. 

R.}. Castillo.r-P. Báez Lavastida.-A. Woss i Gil.-And1és f. 
Montolío.-M. de]. González. M.-A. Arredondo J.\1iura. 

Dada i firmada ha sido la aoterior· sentench1 por Jos señores jueces 
que en ella figuran, en la audiencia pública del d:ía veinte i ocbo d t; 
octubre de mil novecientos diez i ocho~ lo que yo, Secretario General, 
certifico. 

Octa vio Landolb. 
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LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

POI' cu;:¡,nto la Orden Ejecutiva No. 1!18, del Gobierno Militar, pu.­
blicada en la Gaceta Oficial No. 2939 A, de fecha cuatro de setiembre de 
1918, dispone que las solicitudes de emequatur para ejercer la prof~sióo 
de abogado que se dit'ijan al Poder Ejecutivo serán enviadas a la Su­
prema Corte para que «de conformidad con la reglamentación q?.Ie ella 
estapleciere i previo dictamen del Procuradqr General de la Rep4,l;>Ji." 
ca», «informe a la Secretaría de Justicia e Instr!lcción Pública ~obre 
las condiciones morales del solicitante i de su par·ecer sobre si debe o 
no concederse el emequatln». 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

EN NOMBRE DE LA REPUBUCA. 

DISPONE: 

lo. Los· solicitantes de exequatnr para ejercer la profesíón de abo­
gado, depositarán en la Suprema Corte de .T u~ticia, a títu-lo de devo· 
lución: 

a) copia debidamente certific.:ada de su partida de nacimientp¡ «;> 
cualquier documento oficial del cual resulte comprobado que es u:taypr . 
de edad. 

b) un certificaJo del Procurador· Fiscal de cada uno ele lo,¡;; Oi::str·i­
tos Ju·liciales en donde haya residido el sulteitante, de que éstfl no ha 
sido judicialmente perseguido por crimen ni delito. -

~~~ nn certifieado de buenas costumbres expedido por el Preside.n.'"" 
te del Ayuntamiento de cada una de las comune!S donde haya residido 
el solicitan te. 

2o. Cuando el solicitante fuere ua extra.nj~ro naturalizado, del;l'~rª 
presentar además de los documentos que se exíjen en el artícuiQ ap· 
terior, ;su cart<1 de natur'aliz 1,ción, o un certificado del Oficial Mayo!:' de 
la Secretaría de Relaciones Exteriores de que la Carta de naturaliza~ 
ción f:!é expedidJ. a fa.vor del solicitante, con indicación de la fecha. de 
la expedición de 1:1 misma. 

3o. Los cer-tificados que se exijen en el artículo lo. de esta regla­
mentación se consideran como simples datos, que ao ooligan ni ~ la 
Suprema Cm·te ni al Procurador General de la República; quienes po· 
dr<in siempre opinar indepenJientemente de ello.s, de acuerdo con su 
propia. convíeeión a(:eeca de si debe o no concederse el e;r;eq1.tatnr al 
:solicit::.nte. 

Dado en el Palacio de Justicia, en la cit<dad de Santo Dom)ngo, 
Capit,al de la República, a l(¡s veinte días del mes de setiembre de mil 
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novecientos diez i ocho, año 75 de la Independencia i 56 de la Restan· 
ración. 

R. J. Castillo,-}J!l. de J. González M.-P. Báez Lavastida.­

A. Woss i Gil.-A. Arredondo .lkf.iura.-R. Castro Ruiz, Procurador 

General de la República. 

Dado i firmado ha sido el anterior auto por los señores jueces que 
arriba figuran, el mismo día, mes i año en él expresados, lo que yo, Se~ 
cretario General, certifico, 

Oct:-n·io Landolfi. 

----- ---

SEOOION DE LA OoR'rE DE APELAOION DE SANTO DolVIINGo 

Dios, Patria i Libertad.=.Repúb!ica Dominicana. 

EN NOMBRE DEL~ REPUBLICA 

En la ciudad de S>l.nto Domingo, a los veintidos días del mes de 
marzo de mil novecientos do~e; 69 de la Independencia i 49 de la Res­
tauración.-La Corte de Apelac1ón de Santo Domingo, competentemente 

'reunida en la. sala donde celebra sus audienci<ts, compuesta de los Ma­
gistrados Licencia::los Domingo Rodríguez Mot1taño, Presidente interi · 
no, por enfermedad del titular; C. Armando Rodríguez,-Pablo Báez 
Lavastida, ...,.-Vetilio Arredondo, Jueces;-Rafael Castro R uíz, Pro e u rador 
General, asistido del infrascrito Secretario ha dado, en sus a[ribu-..:ioTJes 
~riminales, la sentencia siguiente:-En el recnrso de apelación inter­
puesto por el acusado Gregario Báez, mayor de edad, estado soltero, pro­
fesión agricultor, natural i de1 domicilio de Catarey, sección de San 
Cristóbal, contra sentencia del Juzgado de J;>rimera Instancia del Distrito 
Judicial de Santo Domingo, que le condena, por el hecho de homicidio 
en la persona de Fermín Popa, (a) Bichí.n, a sufrir la pena de tres años 
de trabajos públicos i pago de costos; 

LEÍDO el rol por el algnacil de Estrados de esta Corte, ciudadano 
José María N olasco; 

ÜÍDA la lectura de la decisión de la Cámara de Ca11ficación, la del 
acta de acusaciótÍ, la del dispositivo-de la sentencia i la del acta de ape­
lación; 

__ OíDA 1a exposición del hecho por el Magistrado ProcLnador Genera[ 
j la 1ectura 'de la lista de testigos; 
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OíDA la l~ctura de las declaraciones de los testigos, ausentes todos. 

OíDo al acusado en la relación del hecho. 

OíDo al abogado del acusado, Licenciado Salvador Otero Nolasco, 

en la lectura de ~u defensa que termina del modo siguiente: <CPor las 
razones expuestas, Magistrados, i las demás que suplirá vuestro ele~ 

vado criterio jurídico, Gregario Báez, de las generales que constan, por 
órgano del infrascrito abogado, os pide muy respetuosamente que le 
considereis amparado por el artículo 328 del Código Penal Común, i or­
deneis su inmediata libertad.>J 

OíDo al Magistrado Procurador General en la lectura de su dicta· 
men que termina como sigue: <(Por estas razones el Ministerio Público 
opina,que debéis confirmar la sentencia que condena a Gregorio Báez, a 
tres años de trabajos públicos condenándolo, además, a los costosde esta 
alzada.>> 

AUTOS VISTOS. 

RESULTANDO: que en la madrugada del veintisiete de noviembre 
de mil novecientos nueve, se hallaban reunidos, celebrando un baile en 
la casa de Cirilo Reyes, en Catarey, entre otros individuos, los nombra­
dos Gregario Báez i Fermín Popa, (a) Bichín; que Báez y Popa tomaron 
unos tragos en la cantina i se apartaron del lugar, como a cuatro varas, 
i seguido se oyó un tiro de revólver y oyeron unos gritos; que en seguida 
se dirigieron al sitio Cirilo Reyes, Raimundo Popa i José Encarnación, 
i. allí encontraron, tendido en el suelo, a Fermín Popa, ya muerto; que 

¡ 
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inmediatamente lo participaron al pedáneo Manuel Vidal, quien en ··· 
unión de ellos, "eiLprendió la persecución de Báez, durando ésta tres días, ·~ 

r~~~ . ~ sin resultado satisfactono; , · 

RESULTANDO: que el dos de diciembre el pedáneo Vida! se presen- ~.····~·.:.:.:_,,· 
tó al Juez Alcalde de San Cristóbal i le participó lo ocurrido i éste ma- .. ¡· 
gistrado dictó las disposiciones procedentes i recibió las declaraciones de ~ 
los testigos Cirilo Reyes, Raimundo Popa, José Encarnación, Isabel ' 
Espinosa i Manuel Vidal, le envió el proceso al Procurador Fiscal del , ~~ 
Juzgado de ésta, quien a su vez lo remitió con requerimiento al l\hgis- ~.·. 
trado Juez de Instrucción para los :fines de ley; ;~ 

RESULTANDO: que aprehendido el bincudlpdado José Bae; fu~ in;erro- . ~~~·':';;\.;.·'.,.··,_· .• ,·', 
gado por el Juez I ns\rnctor i declaró ha er a o muerte a ermm opa, ~ 

~-----~~~~-" ____ _j !J 
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por ·que éste, dice, lo derribó al suelo i le tiró tres puñaladas por lo cual, 
defendiéndose, le disparó i mató; 

RESULTANbO: que terminada la sumaria fué sometido el proceso a 
la Cámara Calificadora, la misma que calificó el hecho juzgable por el 
tribunal de lo criminal; 

RESULTANDO: que el Juzgado a quo conoció de la caus::t en la 
audiencia; el testigo Cirilo Reyes dijo que la víctima Popa tenía su cu­
chillo envainadp, la testigo Isabel Espinosa, que ella les sirvió ron que. 
tomaron juntos Báez i Popa, i se retiraron como amigos, i seguido oyó 
el tiro, sin que precedieran palabras que ella oyera; que el Juzgado 
condenó al acusado a las penas ya expresadas, contra las que ha recu­
rrido en apelación dicho acusado, i esta Corte fijó la audiencia de hoy 
para la vista de la causa. 

LA CORTE DESPUES DE HABER DELIBERADO. 

CoNSIDERANDO: que la afirmación del acusado de haber obrado en 
legítima defensa por la agresión de que fué víctima con las puñaladas 
que le tiró Popa, se halla desmentida por la declaración en estrados de 
Primera Instancia, del testigo Cirilo Reyes, quien aseguró que el cuchi­
llo de Popa estaba envainado; que además en su declaración expresó el 
acusado que Pofla lo había derribado al suelo i en estos estrados dijo que 
se había caído; lo cual implica dos contradicciones, todo lo que permite 
a los jueces adquirir el convencimento de tratarse en este caso de un 
homicidio voluntario; 

CoNSIDERANDO: que cuando el homicidio no ha sitio premeditaclG, u i 
le ·ha precedido ni acompañado otro crimen, ni ha tenido por móvil pre­
parar, facilitar o ejecutar un delito, se castigará CDn la pena de trabajos 
públicos; · 

CoNSIDERANDO: que los buenos antecedentes del acusado, i otras 
circunstancias autorizan a los jueces a aceptar la existencia de circuns­
tancias atenuantes. 

POR TANTO. 

I vistos los artículos 304, 295, 463, inciso 39; 28, 32, i 46 del Código 
Penal, i 277 del de Procedimiento Criminal, que fueron leídos por el 
Magistrado Presidente interino, que dicen así: 



BOLETIN JUDICIAL 17 

Artículo 304 del Código Penal:-«El homicidio se castigará con la 
pena de muerte, cuando a su comisión preceda, acompañe o siga ob~o 
crimen. Igual pena se impondrá cuando ha.ya tenido por objeto prepa­
rar o ejecutar un delito, o favorecer la fuga de los autores o cómplic"!s d~ 
ese delito, o asegurar su impunidad. En cualquier otro caso el culpa­
ble de homicidio será castigado con la pena de trabajos públicos.JJ 

Artículo 295 del mismo Códig-o;-ttEl que voluntariamente rpata a 
otro se hace reo de bomicidio.JJ 

Artículo 463 del mismo Código:-«Cuando en favor del acusado 
existan circunstancias atenuantes, los tribunales modificarán las penas, 
conforme a la siguiente escala: inciso tercero: cuando la Lei imponga al 
delito la de trabajos públicos, que no sea el máximum, los tribunales po­
drán rebajar la pena a la reclusión, o de prisión correccional, cuya dura­
ción no podrá ser menos de un año. JJ 

Artículo 28 del mismo Código:-<<La condenación a las penas de 
i rabajos públicos, detención o reclusión, lleva consigo la degradación 
cívica. Se incurre eu esta pena, desde el día en que la sentencia es irre­
vocable; y en el caso de la condenación en contumacia desde el día de 
la notificación en estradosJJ 

Artículo 32 del mismo Código:-La degradación cívica. consiE;te pri­
mero: en la destitución o exclusión de los condenados de todaslas fun­
ciones, empleos o cargos públicos; segundo: en la privación del derecho 
de elejir i ser elejido i en general, en todos los derechos cívicos o polí­
ticos: tercero: en la inhabilitación para ser jurado o exp~rto, para figu­
rar como testigo en los actos, i para dar testimonio e ti. juicio, a u o ser­
que declare para dar simples noticias; cuarto en la inhabilitación para 
formar parte de ningún consejo de familia, i para ser tutor, curador, 
pro-tutor o consultor judicial, a menos que no sea de sus propios hijos, 
i con el consentimiento previo de la familia; quinto: en la privación del 
derecho de porte de armas, del de pertenecer a la Guardia Nacional, de 
servir en el ejército Dominicano, de abrir escuelas, o de enseñar, .o de no 
ser empleado en ningún establecimiento de instrucción, .en la calidad de 
profesor, maestro o celador. J> 

Artículo 46 del mismo Código: -En ningún caso podrá exceder de 
cinco años la duración de la pena bajo la vijilancia de la alta policía. Los 
condenados a trabajos públicos, a la detención i a la reclusión, quedarán 
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de pleno derecho, después que hayan sufrido su condena y durante cin­
co años, bajo la vijilancia de la alta policía. No obstante, el fallo con­
denatorio podrá reducir este término, i aún declarar que el condenado 

1 

no estará sometido a la vijilancia de la alta policía. 

Todc condenado al máximum de h pena de trabajos públicos, qti~ 
obtuvic=re conmutación o remisión de su pena, quedará de pleno derecho 
sometido a la vijilancia de la alta policía, durante cinco años, si no se .. 

ha resuelto otra cosa por el decreto de indulto.JJ 

Artículo 277 del Código de Procedimiento Criminal:--«El acusadoq 

la parte civil que sucumblere, será condenado en las coStas)). 

La Corte de Apelación de Santo Doming-o, administrando J ustici~~i\ 
En NombJ:e de la República, pt)t autoridad de la Lei, t;n mérito de los,)\ · 
ari:lcu 1os citados i oído el dictamen del Magistrado Procurador Ge neraU 

FALLA 

Reformar la sentencia recurrida, por haberse aceptado circunstan­
cias atenuantes i en consecuencia condena al acusado Gregario Báez, 
cuyas generales constan en el proceso, a sufrir la pena de dos años de ". 
reclusión, degradación cívica, vijilancia de la alta policía por otro tiem~ 
po igual al de la pena principal i al pago de los costos del procedimie:U-

to, por el hecho de homicidio voluntario. 

Y por ésta nuestra sentencia definitiva, así se manda y firma. ~; . 

D. Rodríguez lVI.ontaño.-C. A.rrnando Rodáguez.- Vet:Íiio' 
'·'' 

ilrn:dondo.-P. Páez Lavastida.- Octavio Landolfi, Secretari6., 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los señores ttre:: . 
· si den te i jueces q ne com 1Jonen esta Corte ele Apelación ele Santo Dori~in~ 
go, celebrando audiencia pública el mismo día, mes i año arriba expre­
sados; la que fné firmada, leida i publicada por mí, Secretario, que cer· · 

tifico. 

Octavio Landolfi. 
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